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Corte IDH. Caso Órdenes Guerra y otros vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2018.  
Serie C No. 372

I.	 Hechos: El caso se relaciona con la violación de los derechos 
a las garantías judiciales y protección judicial como consecuencia 
de la aplicación de la figura de prescripción a acciones civiles de 
reparación relacionadas con crímenes de lesa humanidad. Las 
víctimas en el caso, que aparecen mencionadas en el Informe 
de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación (Comisión 
Rettig), del 8 de febrero de 1991, habían interpuesto acciones 
civiles de indemnización por daños, en razón del secuestro y 
desaparición o ejecución de sus familiares por parte de agen-
tes estatales en 1973 y 1974, durante la dictadura militar. Tales 
acciones fueron rechazadas entre 1999 y 2003, por juzgados, 
tribunales de apelación o la Corte Suprema de Justicia, con base 
en la aplicación del plazo de la figura de prescripción establecida 
en el Código Civil chileno. En el caso, la Comisión consideró que 
la existencia de un programa administrativo de reparaciones no 
excluye la posibilidad de que las víctimas de graves violaciones 
opten por reclamar reparación por vía judicial y que, tratándose 
de crímenes de lesa humanidad, es desproporcionado negarles 
sus derechos a una reparación bajo el argumento de prescripción.

II.	 Fondo: Más allá de que el Estado chileno reconoció su res-
ponsabilidad internacional total por la violación de los derechos 
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a las garantías judicial y a la protección judicial, consagrados 
en los artículos 8.1 y 25.1 de la CADH, el Tribunal de San José, 
resolvió realizar algunas precisiones sobre las violaciones a los 
derechos humanos reconocidas por el Estado, y sobre la contro-
versia subsistente en torno a las reparaciones.

Señaló que, en casos de graves violaciones de derechos 
humanos y de manifiesta obstrucción de justicia, este Tribunal ha 
considerado que “en ciertas circunstancias el Derecho Interna-
cional considera inadmisible e inaplicable la prescripción penal, 
así como las disposiciones de amnistía y el establecimiento de 
excluyentes de responsabilidad, a fin de mantener vigente en 
el tiempo el poder punitivo del Estado sobre conductas cuya 
gravedad hace necesaria su represión para evitar que vuelvan a 
ser cometidas” . 

Tales institutos jurídicos o disposiciones son inadmisibles 
cuando “pretendan impedir la investigación y sanción de los 
responsables de las violaciones graves de los derechos huma-
nos tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales 
o arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibi-
das por contravenir derechos inderogables reconocidos por el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos”.

Asimismo subrayó que es consciente de los desarrollos que 
existen en el Derecho Internacional en materia de aplicabilidad 
del instituto jurídico de la prescripción a acciones judiciales para 
obtener reparaciones frente a graves violaciones de derechos 
humanos, tales como los que desde 1989 el Grupo de Trabajo de 
Naciones Unidas sobre las Desapariciones Forzadas o Involunta-
rias señaló, en sus Observaciones Generales respecto del artículo 
19 de la Declaración sobre la Protección de Todas las Personas 
contra las Desapariciones Forzadas, que las “acciones civiles de 
indemnización no […] estarán sujetas a la prescripción”.

Destacó igualmente lo dispuesto en los principios 6 y 7 de 
los Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho de las Víc-
timas de Violaciones Manifiestas de las Normas Internacionales 
de Derechos Humanos y de Violaciones Graves del Derecho 
Internacional Humanitario a Interponer Recursos y Obtener 
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Reparaciones, aprobados en el año 2006 por la Asamblea Gene-
ral de Naciones Unidas.

Luego de invocar el desarrollo en la materia en el derecho 
comparado en ciertos países, resaltó lo dispuesto en el artículo 
2561 del Código Civil y Comercial de Argentina que establece 
que “las acciones civiles derivadas de delitos de lesa humanidad 
son imprescriptibles”.

De igual forma ponderó el cambio jurisprudencial de la 
máxima autoridad judicial de Chile, que reconoció que no es 
aplicable la prescripción civil a acciones que procuren reparacio-
nes por daños y perjuicios ocasionados por ese tipo de hechos.

Por último, y en relación con la idoneidad de mecanismos 
de reparación a nivel interno, considero que, en escenarios de 
justicia transicional, en los cuales los Estados deben asumir su 
deber de reparar masivamente a números de víctimas que pue-
den exceder ampliamente las capacidades y posibilidades de 
los tribunales internos, los programas administrativos de repa-
ración constituyen una de las maneras legítimas de satisfacer 
el derecho a la reparación. En esos contextos, esas medidas de 
reparación deben entenderse en conjunto con otras medidas 
de verdad y justicia, siempre y cuando se cumplan con una 
serie de requisitos relacionados, entre otros, con su legitimidad 
y efectiva capacidad de reparación integral de las mismas. El 
hecho de combinar reparaciones administrativas y judiciales, 
según cada Estado, puede ser entendido como de carácter dife-
rente (excluyente) o complementario y, en este sentido, podría 
tomarse en cuenta, en una vía, lo otorgado en la otra. 

III.	Reparaciones: El Tribunal, tomando en cuenta el reco- 
nocimiento estatal, el tiempo transcurrido y la duración adicio-
nal que podría implicar la habilitación de un recurso judicial 
o el inicio de nuevas causas, y a efectos de que las víctimas 
reciban de forma pronta alguna reparación, estimó pertinente 
disponer, en aplicación del principio de complementariedad, 
que el Estado otorgue directamente una compensación a cada 
una de las víctimas del presente caso.
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Al respecto agregó que la obligación de ejercer un “con-
trol de convencionalidad” entre las normas internas o los actos 
estatales y la Convención Americana, incumbe a todos los 
jueces y órganos vinculados a la administración de justicia, en 
todos los niveles, y debe ser realizada ex officio en el marco 
de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesa-
les correspondientes. En consecuencia, sin duda corresponde 
también a todas las instancias judiciales, en todos los niveles, 
y no sólo a la Corte Suprema, mantener coherencia de criterio 
respecto de un tema que, en atención al referido cambio juris-
prudencial, al reconocimiento de responsabilidad efectuado por 
el Estado y a la evolución de las políticas públicas chilenas 
en materia de justicia, verdad y reparaciones para víctimas de 
graves violaciones de derechos humanos, en este momento se 
encuentra resuelto.

Y que en virtud de lo anterior, si bien la emisión de una ley 
que determine expresamente la inaplicabilidad de la figura de 
la prescripción en ese tipo de acciones civiles, podría ser una 
vía pertinente para cerrar en definitiva futuras interpretaciones 
contrarias a la Convención en ese sentido, no han sido aporta-
das suficientes razones para considerar que ello sea una medida 
absolutamente indispensable para garantizar la no repetición 
de los hechos, por lo cual no corresponde ordenarlo. Corres-
ponderá a las autoridades legislativas del Estado determinar la 
viabilidad y pertinencia de ello en el marco de sus competen-
cias. Sin perjuicio de ello, es función actual y futura de todos los 
órganos vinculados a la administración de justicia del Estado, 
en todos los niveles, ejercer un adecuado control de convencio-
nalidad en causas similares a las presentadas en este caso.

Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en 
Atenco Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparacio-
nes y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie 
C No. 371. 

I.	 Hechos: El caso se relaciona con una serie de violaciones 
cometidas contra 11 mujeres y sus familiares en el marco de una 
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protesta social de floricultores en los municipios de Texcoco y 
San Salvador de Atenco, en mayo de 2006, en la se sucedieron 
detenciones ilegales, arbitrarias y sin que se informe las razo- 
nes de las mismas, ni sobre los cargos respectivos, lo cual 
persistió cuando acudieron a rendir su primera declaración sin 
defensa técnica. Asimismo, la Comisión determinó que las once 
mujeres fueron víctimas de diversas formas de tortura física, 
psicológica y sexual en el marco de su detención, traslados y 
llegada al centro de detención, así como que el Estado incum-
plió con su obligación de investigar con la debida diligencia y 
en un plazo razonable estos hechos.

II.	 Fondo: El Tribunal de San José, más allá de valorar posi-
tivamente el reconocimiento de responsabilidad internacional 
efectuado por México, en aras de asegurar una mejor compren-
sión de la responsabilidad internacional estatal, del nexo causal 
entre las violaciones establecidas y de las reparaciones que se 
ordenarán, estimó pertinente precisar las violaciones a los dere-
chos humanos que acontecieron en el presente caso.

Asimismo, la Corte expresó que no puede dejar de destacar, 
de manera preliminar al análisis del contexto, que los hechos 
del presente caso sucedieron en un Estado democrático.

El caso en análisis resulta valioso por el examen que hace 
el Tribunal sobre el uso de la fuerza por parte de los cuerpos de 
seguridad del Estado y la afectación al derecho de reunión; la 
violencia sexual y violaciones sexuales cometidas en perjuicio 
de las once mujeres y su calificación como tortura en este caso; 
el uso de la violencia sexual como un arma de control de orden 
público; el empleo de estereotipos en la represión y atención a  
la denuncia de abusos por parte de las víctimas; la violencia 
médica experimentada por las víctimas; y la discriminación por 
razones de género que se dio en este caso.

Sobre el uso de la fuerza y el derecho de reunión en el 
marco de protestas sociales, recordó que, el uso de la fuerza 
acarrea obligaciones específicas a los Estados para: (i) regular 
adecuadamente su aplicación, mediante un marco normativo 
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claro y efectivo; (ii) capacitar y entrenar a sus cuerpos de 
seguridad sobre los principios y normas de protección de los 
derechos humanos, los límites y las condiciones a los que 
debe estar sometido toda circunstancia de uso de la fuerza, y  
(iii) establecer mecanismos adecuados de control y verificación 
de la legitimidad del uso de la fuerza.

Que tomando en cuenta lo anterior, en caso que resulte 
imperioso el uso de la fuerza se impone satisfacer los principios 
de legalidad, absoluta necesidad y proporcionalidad, de modo 
que la evaluación de la convencionalidad del uso de la fuerza 
debe hacerse sobre todas las circunstancias y el contexto de los 
hechos, teniendo en cuenta estos criterios.

En esta dirección enfatizó que si bien los Estados gozan 
de un cierto grado de discreción al evaluar el riesgo al orden 
público, a efectos de disponer el uso de la fuerza, esa discrecio-
nalidad no es ilimitada ni carece de condiciones, particularmente 
cuando se trata de reuniones, protestas o manifestaciones pro-
tegidas por el artículo 15 de la Convención. Corresponde al 
Estado demostrar que adoptó las medidas estrictamente nece-
sarias y proporcionales para controlar el riesgo percibido al 
orden público o a los derechos de las personas, sin restringir o 
violentar innecesariamente el derecho a la reunión pacífica de 
las demás personas. 

Ello así, puesto que la seguridad ciudadana no puede 
basarse en un paradigma de uso de la fuerza que apunte a tratar 
a la población civil como el enemigo, sino que debe consistir en 
la protección y control de los civiles.

La Corte Interamericana también subrayó que el derecho 
a protestar o manifestar inconformidad contra alguna acción 
o decisión estatal está protegido por el derecho de reunión, 
consagrado en el artículo 15 de la Convención Americana que 
reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas y abarca 
tanto reuniones privadas como reuniones en la vía pública, ya 
sean estáticas o con desplazamientos. Que, la posibilidad de 
manifestarse pública y pacíficamente es una de las maneras 
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más accesibles de ejercer el derecho a la libertad de expresión, 
por medio de la cual se puede reclamar la protección de otros 
derechos. Por tanto, el derecho de reunión es un derecho funda-
mental en una sociedad democrática y no debe ser interpretado 
restrictivamente.

Señaló que el derecho de reunión y de expresión están 
intrínsecamente relacionados, ya que el ejercicio del derecho 
de reunión es una forma de ejercer la libertad de expresión. 
Teniendo cada uno su ámbito, sentido y alcance propios, y 
debiendo ser interpretados y aplicados teniendo en cuenta su 
especialidad. De modo que, la violación del derecho de reunión 
podría generar una afectación a la libertad de expresión, no 
obstante, para que se configure una violación autónoma de 
la libertad de expresión, distinta al contenido inherente del 
derecho de reunión, sería necesario demostrar que la misma 
fue afectada más allá de la afectación intrínseca a la violación 
declarada del derecho de reunión. 

Respecto de la violencia sexual y violaciones sexuales 
cometidas en perjuicio de las once mujeres y su calificación 
como tortura, indicó que siguiendo la línea de la jurisprudencia 
internacional y tomando en cuenta lo dispuesto en la Conven-
ción de Belém do Pará, la Corte ha considerado que la violencia 
sexual se configura con acciones de naturaleza sexual que se 
cometen contra una persona sin su consentimiento, que además 
de comprender la invasión física del cuerpo humano, pueden 
incluir actos que no involucren penetración o incluso contacto 
físico alguno.

Y que, siguiendo el criterio jurisprudencial y normativo que 
impera tanto en el ámbito del derecho penal internacional como 
en el derecho penal comparado, este Tribunal ha considerado 
que la violación sexual es cualquier acto de penetración vaginal 
o anal, sin consentimiento de la víctima, mediante la utilización 
de otras partes del cuerpo del agresor u objetos, así como la 
penetración bucal mediante el miembro viril. Para que un acto 
sea considerado violación sexual, es suficiente que se produzca 
una penetración, por superficial que sea, en los términos antes 
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descritos. Además, se debe entender que la penetración vaginal 
se refiere a la penetración, con cualquier parte del cuerpo del 
agresor u objetos, de cualquier orificio genital, incluyendo los 
labios mayores y menores, así como el orificio vaginal. 

Que en particular, la violación sexual constituye una forma 
paradigmática de violencia contra las mujeres cuyas consecuen-
cias, incluso, trascienden a la persona de la víctima, y que la 
violación sexual de una mujer que se encuentra detenida o bajo 
la custodia de un agente del Estado es un acto especialmente 
grave y reprobable, tomando en cuenta la vulnerabilidad de la 
víctima y el abuso de poder que despliega el agente.

En el caso bajo estudio, la Corte observa que la violen-
cia sexual sufrida por las víctimas no fue aislada, sino que se 
enmarca dentro de un patrón que se dio a lo largo de todo 
el operativo. Más aún, se desprende que las once mujeres de 
este caso fueron golpeadas, insultadas, maltratadas y sometidas 
a diversas formas de violencia sexual por múltiples policías al 
momento de su detención, durante sus traslados y al momento 
de su ingreso al CEPRESO.

Esto le permite colegir a la Corte que, en este caso, sobre-
sale la naturaleza sexual o sexualizada de toda la violencia 
ejercida contra las víctimas. Los tocamientos, manoseos, pelliz-
cos y golpes se infringieron en partes íntimas y, típicamente 
reservadas al ámbito de la privacidad de cada persona, como 
los senos, genitales y boca. Además, muchas de ellas fueron 
sometidas a desnudos forzados en los autobuses o camiones 
en que fueron trasladados al CEPRESO o al entrar al penal. 
Asimismo, los insultos, abusos verbales y amenazas a los que 
fueron sometidas las mujeres tuvieron connotaciones altamente 
sexuales y discriminatorias por razones de género.

Adicionalmente, más allá de que las once mujeres de este 
caso fueron víctimas de violencia sexual, siete de ellas fueron 
además víctimas de violación sexual.

Todo este cuadro indujo al Tribunal de San José a determi-
nar si esta violencia además constituyó tortura. 
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Al respecto concluyó de conformidad con su propia juris-
prudencia que la violación sexual es una forma de tortura. 
Que ha considerado que es inherente a la violación sexual el 
sufrimiento severo de la víctima, y en términos generales, la 
violación sexual, al igual que la tortura, persigue, entre otros, 
los fines de intimidar, degradar, humillar, castigar o controlar  
a la persona que la sufre. 

De modo que, para calificar una violación sexual como 
tortura deberá atenerse a la intencionalidad, a la severidad del 
sufrimiento y a la finalidad del acto, tomando en consideración 
las circunstancias específicas de cada caso.

Que en el presente caso, es claro que los policías actuaron 
deliberadamente en contra de las once mujeres. Dada la natu-
raleza sexual de la violencia ejercida, la repetición y similitud  
de los actos cometidos en contra de las distintas mujeres, así 
como las amenazas e insultos que profirieron en su contra, para 
la Corte es evidente que dichos actos fueron intencionales.

Por otra parte, en cuanto a la severidad del sufrimiento, la 
violencia sexual cometida por agentes estatales, mientras las 
víctimas se encuentran bajo su custodia, es un acto grave y re- 
probable, en el cual el agente abusa de su poder y se aprovecha 
de la vulnerabilidad de la víctima, por lo que puede causar 
consecuencias psicológicas severas para las víctimas.

Por último, en torno a la finalidad perseguida, la violencia 
ejercida contra las once mujeres tenía el objetivo de humillarlas, 
a ellas y a quienes asumían eran sus compañeros de grupo; de  
atemorizarlas, intimidarlas e inhibirlas de volver a participar  
de la vida política o expresar su desacuerdo en la esfera pública, 
pues no les correspondía salir de sus hogares, único lugar en el 
que supuestamente pertenecían de acuerdo a su imaginario y 
visión estereotipada de los roles sociales; pero además tenía el 
distintivo propósito de castigarlas por osar cuestionar su autori-
dad, así como en retaliación por las supuestas lesiones sufridas 
por sus compañeros policías.

Por lo que, en conclusión, el conjunto de abusos y agre-
siones sufridas por cada una de las once mujeres de este caso, 
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incluyendo pero no limitándose a las violaciones sexuales, 
constituyeron actos de tortura por parte de agentes estatales. 

De manera adicional, la Corte asimismo decidió que la gra- 
vedad de la violencia sexual en este caso, además de su cali-
ficación como tortura, surge también por el hecho que se 
utilizó como una forma intencional y dirigida de control social. 
La violencia sexual en el presente caso fue utilizada por parte 
de agentes estatales como una táctica o estrategia de control, 
dominio e imposición de poder; fue aplicada en público, con 
múltiples testigos, como un espectáculo macabro y de intimida-
ción en que los demás detenidos fueron forzados a escuchar, y 
en algunos casos ver, lo que se hacía al cuerpo de las mujeres.

III.	Reparaciones: Entre otras medidas de satisfacción, la 
Corte ordenó (i) sensibilizar a los miembros de los cuerpos de 
policía en abordar con perspectiva de género los operativos 
policiales, el carácter discriminatorio de los estereotipos de 
género como los empleados en este caso y el absoluto deber 
de respeto y protección de la población civil con la que entran 
en contacto en el marco de sus labores orden público, así como 
a (ii) capacitar a los agentes de policía sobre los estándares en 
materia del uso de la fuerza en contextos de protesta social 
establecidos en esta Sentencia y en la jurisprudencia de esta 
Corte. Este plan de capacitación debe ser incorporado en el 
curso de formación regular de los miembros del cuerpo de 
policía federal y estadual.
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